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LAS TRANSFERENCIAS PENITENCIARIAS

Ifiaki GOIKOETXETA

Viceconsejero de Justicia y Desarrollo
Legislativo del Gobierno Vasco

No quisiera comenzar mi intervencidén, que necesariamente va a ser breve, sin
expresar previamente una advertencia sobre su enfoque. En efecto, mis reflexiones
no van a centrarse directamente sobre la realidad penitenciaria, que sélo abordaré
desde una perspectiva colateral o tangencial, sino que se ordenarén, en especial,
a la problematica vinculada al proceso, nonnato, de traspaso de funciones y servi-
cios en materia penitenciaria a la Comunidad Auténoma de Euskadi.

Tal enfoque, que entiendo tiene un correcto encaje en la ribrica temética cuyo
abordaje constituye el objeto de esta Mesa Redonda, deriva ademés, quiza obliga-
damente, tanto en primer término, de mi virtual desconocimiento del mundo peni-
tenciario; adolezco de la condicién de estudioso o analista de su fenomenologia y
ello, no obstante el dato cierto consistente en que dentro de las funciones vincula-
das a mis responsabilidades, si bien en grado remoto, se encuentran aquéllas relati-
vas a esta materia, como, en segundo término, de mi actual condicién de Secretario
por la representacién del Pais Vasco de la Comisién Mixta de Transferencias Admi-
nistracién del Estado-Comunidad Auténoma de Euskadi.

Pues bien, depositada esta advertencia preliminar, desearia, en primer lugar,
sefialar que, como de todos es conocido, nuestro Estatuto contiene dos disposicio-
nes de objeto especifico penitenciario: los arts. 10.14 v 12.1. Otros Estatutos (Anda-
luz, Catalan) v la propia Ley Orgénica de Reintegracién y Amejoramiento del Fuero
de Navarra residencian asimismo la titularidad de competencias de ejecucién de la
legislacién penitenciaria del Estado en sus instituciones de autogobierno. Tal distri-
bucién competencial tiene antecedentes, ya estudiados, en otros Estados comple-
jos o federales.
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Si ello no constituye sino una mera constatacién de la realidad estatutaria en
esta materia, entiendo debemos interrogarnos por el conjunto de factores que han
determinado la falta de culminacién de los procesos de traspasos de los medios per-
sonales y materiales precisos, en este caso, para el pleno ejercicio de las competen-
cias en sede autondmica, salvo, naturalmente, en lo atinente a Catalufia. Tal pre-
gunta es obligada, ademas, en funcién del transcurso de un lapso de tiempo méas
que suficiente para haberse cumplido, en este caso, las previsiones estatutarias (ya
siete afios desde la aprobacién de las normas de traspaso de servicios a la Comuni-
dad Auténoma de Euskadi virtud del Decreto 2339/80 de 26 de setiembre).

Indagar sobre las variables que han determinado tal situacién constituye una
tarea delicada. Sin embargo, puede contribuir a su esclarecimiento una reflexién que
pone el acento sobre las virtudes que, para las instancias centrales de!l Estado, apor-
tan los criterios de distribucién competencial, en especial, sobre determinadas ma-
terias. En efecto, parece una cuestién irrefutable que la asuncién efectiva de ciertas
competencias, de ingrata y compleja gestién, impopulares al uso, por parte de las
Comunidades Auténomas, tiene un evidente efecto “liberador” para el centro, tras-
ladéndose a la periferia, a los gobiernos autonémicos, unas auténticas “cargas de
lo ominoso”, acompafiadas invariablemente de infraestructuras obsoletas, inadecua-
das, de falta de recursos econémico-presupuestarios...

Asi, mientras en el circulo central se desarrollan funciones de programacién,
de planificacién, de indirizzo, se despliega en exclusiva el aparato normativo; en los
entes subestatales se debe acometer la gestién, dificil, precaria, que incluso, puede
comprometer y poner en cuestién gravemente la propia “imagen ” de las institucio-
nes autondmicas nacientes.

Entiendo que este enfoque contribuye en forma importante a explicitar los fac-
tores subyacentes a la llamada “reticencia” autonémica a asumir las responsabilida-
des otorgadas por el ordenamiento estatutario, sobre todo las atribuidas en exclusi-
va en el nivel de ejecucidn.

En efecto, parece una constatacién, a todas luces evidente, el profundo desa-
juste existente entre los principios y previsiones constitucionales y legales v la reali-
dad del mundo penitenciario, desajuste cuya correccion exigird, en principio, una
seria voluntad politica v necesariamente, una ingente dotacién de recursos presu-
puestarios para infraestructura, instalaciones, un considerable aumento de medios
personales especializados, unas politicas de reclutamiento y formacién de personal.
Todo ello sin otro objetivo que el de cumplir la propia ley, consiguiendo una eleva-
cién del actual standard de los servicios penitenciarios para su adecuacién a las exi-
gencias de los mandatos legales. Asf, la primera obligacién de los poderes ptblicos
debe venir constituida por una superacién del déficit histérico de las estructuras y
del aparato penitenciario, por su normalizacién conforme a los imperativos legales.

Es necesario, por tanto, un ejercicio de responsabilidad politica, o mejor, de
responsabilidades politicas. Lo que difflmente puede pretenderse, por una parte, es
un mero traslado de responsabilidades de gestién, cuando su ejercicio correcto con-
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forme a los mandatos legislativos vigentes no puede abordarse cabalmente con las
limitaciones de todo orden de que padecen las instancias autonémicas. Y de otra
parte es precisamente de la responsabilidad de estas autoridades asumir las trasfe-
rencias dentro de unas coordenadas que le permitan, a su vez, procurar una amplia
huida hacia adelante, una mejora de los servicios penitenciarios, una mayor eficacia
en su prestacion. Este , el de la eficacia, como alguien ha sefalado recientemente,
parece ser el verdadero reto del sistema autonémico y, a la vez, constituyen un tri-
buto que las instituciones autondmicas (al parecer, sélo ellas) deben abonar en fun-
cién de las exigencias de su propia legitimacién.

No voy a detenerme en exceso en el diagndstico del mundo penitenciario en
el &mbito de Euskadi. Probablemente no constituya la situacién de mayor emergen-
cia en el conjunto del Estado, lo cual no enerva en modo alguno las consideracio-
nes anteriores. Pero, a pesar de ello, podemos constatar ciertas patologias comunes
al sistema: la superpoblacién de internos (915 a julio 87, frente a una capacidad
maxima en los tres centros de 890; éptima de 780), la obsolescencia de los centros
(incluso ya predicable del recién construido Nanclares -1981-), la reduccién de in-
versiones reales (conjunto plurianual 1984-86); problemas de equipamientos, sani-
dad ambiental e higiene, déficit de personal educador, sanitario, de tratamiento y
asistencia social, desmotivacién funcionarial, movilidad, falta de trabajo para
internos...,

Asi las cosas, expuestas las anteriores consideraciones, advertida la grave si-
tuacién estructural de las instituciones penitenciarias en Euskadi, debo referirme a
las lineas de actuacién establecidas por el Departamento de Presidencia, Justicia
y Desarrollo autonémico en orden a asumir dichos servicios.

Podemos, a este efecto, en primer término, manifestar la voluntad politica del
Departamento de asumir los traspasos de servicios, y responsabilizarse, de esta for-
ma, del ejercicio pleno de las competencias estatutarias sobre la materia.

En segundo término, debemos procurar que la transferencia se verifique den-
tro de unas coordenadas que permitan naturalmente las mejores condiciones de
asuncién de la materia. Ello exige una preparacién previa que debe abarcar:

a) Una aproximacién a la realidad penitenciaria; de informacién, cono-
cimiento profundo de sus instituciones, de sus agentes, deteccién de los
problemas de esa realidad “ajena” por el momento a la Administracién
Pblica de la Comunidad Autonéma. A tal efecto se arbitran los siguien-
tes medios:

-Estudios de investigacidn, ya entregados en algiin caso y de préxima
presentacién.

-Contraste de las experiencias (catalana).
-Apoyo a encuentros, jornadas de divulgacion y reflexién.
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-Establecimiento de lineas presupuestarias de ayuda complementarias
en los Presupuestos de la Comunidad Auténoma que permitan incidir,
si bien indirectamente, sobre la configuracibn de los servicios
penitenciarios.

b) Estudio y planificacién del modelo de integracién de la Administra-
cién Penitenciaria en la Administracién Autonémica: se trata de buscar
criterios de organizacién, de articulacién de la politica penitenciaria con
las politicas sociales, aprovechamiento de los recursos sociales ya exis-
tentes; politicas de personal.

c} Programacién de necesidades infraestructurales, equipamientos, in-
ventario a medio plazo... Estudios de inversiones, necesidades de infor-
matizacion.

Estos trabajos preliminares permitirdn, una vez asumida la transferencia, arti-
cular de inmediato y sin demoras, sobre bases operativas, la politica penitenciaria
de Euskadi en el marco de la legislacién penitenciaria.

Una tltima e importante precisién. Se trata, sin demoras, de activar el proceso,
de poner a la Administracién Vasca en condiciones de acoger la transferencia sin
solucién de continuidad, pero pisando el terreno, conociendo las limitaciones, pal-
pando sus problemas. Pero también se trata y, fundamentalmente desde nuestra
perspectiva, de ejercer plenamente nuestras funciones de ejecucién de la legisla-
cién penitenciaria del Estado, nuestras competencias sobre “ organizacién, régimen
y funcionamiento de las instituciones y establecimientos penitenciarios”. Insisto, ple-
namente, Porque entendemos que el ejercicio, adjetivado de pleno, requiere pre-
viamente la remocién del Real Decreto 1436/84 de 20 de junio sobre normas pro-
visionales de coordinacién de las Administraciones Penitenciarias que, a nuestro cri-
terio, obstaculiza de forma frontal el desarrollo integral y pacifico ejercicio de las com-
petencias de ejecucién atribuidas estatutariamente al Pais Vasco, en tanto que arbi-
tra medidas que propenden al control o tutela del ejercicio de nuestras competen-
cias por la Direccién General de Instituciones Penitenciarias; o que, en segundo tér-
mino, trasmutan la exclusividad de las funciones de ejecucién en su ejercicio com-
partido Estado-Administracién Vasca vy que, en iiltimo término, imponen deberes
de informacién a la Comunidad Auténoma, por cierto, no con un carécter de flujo
mutuo y biunivoco.

Debemos sefalar que tales arbitrios reglamentarios constituyen en cierta forma
una via abandonada en la actualidad (no totalmente por cierto), por las institucio-
nes centrales, que apelan maés al acuerdo politico o interadministrativo, al deber de
colaboracién y auxilio recfprocos que, incluso, viene a plasmarse por via convencio-
nal o en los propios acuerdos de transferencias.

Tenemos, recientemente, un dato nuevo. La Comisién de Derechos Humanos
del Parlamento Vasco ha aprobado en fecha 24 de setiembre de 1987 una proposi-
cién no de ley, del tenor siguiente:
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“El Parlamento Vasco insta al Gobierno Vasco a que inicie
los trdmites que permitan la negociacién de la transferencia
atribuida al Pals Vasco en el articulo 10.14 del Estatuto de
Autonomfa en materia de organizacién, régimen y funciona-
miento de las prisiones, y la derogacién o modificacién del
Real Decreto 1436/84 de 20 de Junio, de normas provisio-
nales de Coordinacién de las Administraciones Penitenciarias”.

Ahf estd, por tanto, el itinerario previsto. Hace falta, para su buen desarrollo,
una actitud positiva de la Administracién del Estado, que confiemos demuestre, a
este respecto, una sensibilidad y una voluntad politica de las que, hasta este mo-
mento, ha adolecido.





